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e ( Q - 4 )  

Preguntas para un Debate: 

¿QUÉ NOS TRAE 
A FUTURO LA REFORMA 

m 
PROCZSAL PENAL? 

báacibn de justicia, caracterizado nq sólo Mensaje ha propuesto a seis distinguidos juristas, su- 
estos candidatos a ocupar el cargo de Fiscal Nacional, 
a vez que la Corte Suprema, luego de entrevistarlos, en- 

ina al Presidente de la República, quien selec- 
cionará un nombre para que sea aprobado f i na lm ie  a 
dos tercios por el Senado en sesión especial. 

Nuestros invitados son Manuel Guzrnán Vial, Dww 
Harasic Yaksic, Guillermo Piedrabuena Richard, Miguel 
Oiem Lathrop, Ricardo Rivadeneira Monreal y C u i b  

de ks cklitm, pen, hp un 

püdh que dsctb 
Fis- 

I 1 / *  ;. 



- MANUEL CUZAN VI curre en actos u omisiones arbitrarias o ilegales que pertur- 
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mera pregunta es necesario referid previa ban o amenazan el ejercicio de los derechos y garantías 

obre el posible efecto parali- 
ón en la investigación, es pre- 
los agentes del Ministerio PÚ- 

íihl aue Dre nstitución en su artículo 20. 

d 
I"" 

s para incurrir en un 
nace, perturbe o prive de manera 

en el legítimo ejercicio de un dere- 
r dar una respuesta 

btar que 105 fiscales puedan ser enervados en 
n recurso de protec- 
esta vía procesal se 

ra del nuevo proceso 

que el recurso de protección puede 
rjuicio de los demás derechos que se pue- 
ante la autoridad o los tribunales corres- 

roceso penal posee toda una conformación 
tinada, dentro del ordenamiento del debi- 

proceso, a evitar la arbitrariedad o ilegalidad. Por ello 
quizado, no jurisdiccional, vale d 
ciones para conocer y juzgar las ca 
les y ejecutar lo juzgado. Por ello, hay que de 
los fiscales no son jueces. El  Ministerio Público 
investiga y ejerce la acción penal pública, es un ente pú- 
blico, que está al servicio de la jurisdicción. 

En la nueva institucionalidad, la actividad jurisdiccio- 
nal queda entregada al Juez de Control de la instrucción, 
al tribunal colegiado del juicio oral, al tribunal de apela- 
c'%n y a la Corte Suprema. El  Fiscal averigua, pesquisa, 
puade pedsr la detención del imputado al Juez de Control, 
ordefil el arrerto en casos urgentes, entabla la acusación 

do y mantiene los cargos en el juicio 
uezdeControlgarantiza losderechos 

querellante, dicta e l  

concluimos que la misma jurisprudencia declarará impro- 
cedente aceptar el recurso de protección que tenga por efec- 
to paralizar la investigación del fiscal. 

En cuanto al recurso de amparo, tan esencial y estre- 
chamente ligado a la libertad personal, la respuesta no puede 
ser de igual tenor que la dada en el caso del recurso de 
protección. El Fiscal en el ejercicio de su actividad propia 
-investigación del hecho punible y determinación de la 
partición del imputado o el ejercicio de la acción penal- 
puede comprometer la libertad personal, si ejerce sus fun- 
ciones indebidamente. En tal supuesto, es plenamente pro- 
cedente entablar el recurso de amparo y no podrá 
pretenderse que el ejercicio de ese recurso constitucional 
sea un obstáculo al libre desempeño de la función 
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provisional del imputado investigativa. 

- DAVOR HARASIC: El tema es esencial y, aforkina- 
damente, creemos que así lo ha entendido la Corte Supre3 
ma, en las observaciones que ha formulado al 
ley. En efecto, cien años de aplicación de un 
r e n t e - ~ o m ~  es el de actual aplicación- generan un2 
talidad que, por muy buena voluntad que se tew, 





Jueces consiste en que se han aprobado algunas normas 
que permiten al juez de Control o al tribunal oral, ordenar 
que el Fiscal o que la policía completen sus investigacio- 
nes para poder juzgar de manera más justa. 

El proyecto aprobado por la Cámara y también la opi- 
nión de la Corte Suprema apoyan esta facultad superior de 
los jueces y hasta ahora el Ministerio de Justicia se opone a 
que los jueces tengan ninguna participación o decisión en 
la investigación de un ilícito penal, procurando que el sis- 
tema acusatorio no tenga rasgos inquisitivos. 

- RICARDO RIVADENEIRA MONREAL: De acuerdo 
con la Constitución, el Ministerio Público es un organismo 
autónomo, que no forma parte del Poder Judicial y que en 
caso alguno puede ejercer funciones jurisdiccionales, esto 
es, funciones propias de los tribunales de justicia. Le co- 
rresponderá dirigir en forma exclusiva la investigación de 
Los hechos constitutivos de delito y los que determinan la 
participación o la inocencia del imputado. Le compete tam- 
bién adoptar medidas para proteger a las víctimas y a los 

testigos. Hasta ahora estas ta- 

rí;b ' 
' i  

reashan estado entregadas al 
mismo Poder Judicial. 

De acuerdo con el pro- 
yecto de nuevo Código de 
Procedimiento Penal en trá- 
mite legislativo, el Ministerio 
Público es uno de los siete 
"sujetos procesales" que in- 
tervienen en tal procedimien- 
to, junto con el tribunal, la 
policía, el imputado, la defen- 
sa, la víctima y el querellan- 
te. 

E l  Ministerio Público, 
como todos los demás órga- 
nos del Estado, debe ejercer 

A sus funciones, por amplias 
que ellas sean, respetando, e 

iRduss promoviendo, los derechos esenciales de la perso- 
zados por la Constitución y por los tra- 
es vigentes. 
Poder Judicial, mediante la acción de 

n'rrcipalmente por la vía de los recursos de 
amparo8 velar para que esos derechos se 

. . _-_ ._ 

respeten. Dentro del nuevo procedimie 
además la actuación de un tribunal inex 
a: precisamente el Juez de Control de In instroccibn, 119 

tado", pero también los de "los demás intewinientes dd 
procedimiento", esto es, los derechos de las víctimas, de 
los testigos, de los querellantes, etc. 

En tanto el Ministerio Público y los tribunales que cow 
ponen el Poder Judicial se mantengan dentro de la esfea ' 
de sus respectivas atribuciones y ejerzan sus funciones cod 
energía y eficacia, pero con la debida prudencia, no ha 
motivo para suponer que el Ministerio Público pueda ver& 
enervado en el cumplimiento de sus deberes. 

Es posible que se planteen conflictos de competencia 
entre el Ministerio Público y los tribunales superiores 
Justicia. A mi juicio, estas contiendas tendrán que ser 
sueltas por el Senado, de acuerdo con lo que establece la 

mado principalmente a "garantizar los derechos del i m p  f 
3 

Constitución 

- GUILLERMO RUlZ PULIDO: Desde luego, debe 
razonarse sobre la base de que la actual estructura del Po- 
der Judicial se conserva. Continuarán en su desempeño la 
Corte Suprema, Cortes de Apelaciones y Juzgados de Pri- 
mera instancia. La Corte Suprema, atendida sus atribucio- 
nes constitucionales, mantendrá incólume su 
superintendencia directiva, correccional y económica de 
todos los tribunales de la nación, debiendo entenderse den- 
tro de éstos el denominado "Juez de Control" y el "Tribunal 
Colegiado del Juicio Oral". 

La sentencia definitiva de este último tribunal es posi- 
ble sea revisada en ciertos casos y por la vía de determina- 
dos recursos, tanto por la Corte Suprema como por la Cor- 
te de Apelaciones respectiva. 

En cuanto a si existirán relaciones entre el Ministerio 
Público y el Poder Judicial, éstas excederán el marco mera- 
mente laboral que supone la ineludible coexistencia de 
órgano Judicial, Fiscal Nacional, Fiscales Regionales, Lo- 
cales y Adjuntos. En el nuevo procedimiento acusatoriooral 
no se concibe el uno sin los otros. 

Desde otro punto de vista, el Fiscal Nacional y los Fis- 
cales Regionales pueden ser removidos por la Corte Supre- 
ma a requerimiento del presidente de la República, de la 
Cámara de Diputados o de diez de sus miembros, por in- 
capacidad, mal comportamiento o negligencia manifiesta 
en el ejercicio de sus funciones. Por otra parte, mne&y BS 
recordar que si durante el debate en la audiencia del jukh 
oral el Fiscal a cargo de la acusación incurre en fa 
respeto, perturba el oden de la aud;kncb, adopta 
portam iento i ntim idatorío, 
decoro, puede ser expulsado 
bunal Cdegiatb paca SI j w i  * 



gue- ' pm-4 Q) 
respedaabrccióndeoaiipari, i 

'qusnrpreoro si br e d d  fiscpI, mienb.as 21 delaCodtuciiónPdCtiu,a 
~pmkneneivarpeoainb;decir repor la~adela  intentarseta*respectaddWW- 
&~M~deplreEción ohrmporo, mi nespuesta disíingue Juez de Control, sea que okcn sepiradore- 
rraestmdac m: Sí el MinisaeriO Wico, con ow- temente, sea que obre d segundo a petiden & p h m ,  

u &sicmes abhrios o ilegales", "priva, si se dan las condiciones de procedencia a que b rlic. 
en el iegítimo ejex ic i  de los dere- sión la mencionada disposición. 

c b  y ganndsaJ" protegidos expresamente por la disposi- Nuestra cultura y tradición jurídicas hacm ism- 
co6n -kmal, podrá el afectado, "por sí o por cual- lienable el mencionado recurso, a menos que se die- 
qiih a su &, acudir a la Corte de Apelaciones res- ra una disposición constitucional que expresamente 
pectiva, para que ésta adopte "las providencias que ju 
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LIBERTAD PROVISIONAL 
Y LUCHA CONTRA LA CRIMINALIDAD 

y1 
tldímmo. b* 

en en el régimen de lik- 
arlas en la muy defectuosa 

t.a Constitución la erige 
menos que la prisión sea 

I nuevo procedimiento a 

aman, en algunos casos, por la pro- libe 

- DAVOR HARASIC: Las 
expectativas generadas en torno 
a la refonna procesal penal son 
peligrosas. Hay quienes han 
querido transmitir la idea de que 



kclr9#rhitnnr * poestisenéiseha- 
ai#ino cmrerá d riesgo de colapsar, 

..(-- p&m en que sistemas similares se han 
-4wkMQa 

TiriRbi6n deberá preampme de transmitir adecuada- 
--, tal como seihb la segunda pregunta, no es 
& éuo de quien depende la fijación de toda la política 
&d, pues ésta, en gran medida, está establecida por 
la k y  o reglamentos en los cuales el Ministerio Público 

d MSnislerio PÚMb fijar c 
objotivis que lo Iievar& a -ir 
y no privilegiar la inwt igac ih de otm; seffilpt tjib 
&¡as en las que buscará salidas alternativas, etc, 

- MIGUEL OTERO LATHROP: En la lucha contra la 
criminalidad, hay que diferenciar claramente entre las me- 
didas destinadas a prevenir la delincuencia de aquellas 
que es preciso adoptar para combatir la ya existente. 

En cuanto a prevenir la delincuencia, la mejor herra- 
mienta para ello es la educación y la formación ética y 
moral de los niños y jóvenes en cuanto a los principios y 
conducta que deben regir su comportamiento social. Hoy 
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materia económica entre el Banco Central y 
des de Hacienda). 

posibilidad de fijar políticas criminal 
nadas materias como la que muy bi 
k pregunta: la libertad provisiona 
tal, se afianza en la reforma graci 

en complementar la an 
un entorno urbanc, 

No obstante, el nuevo sistema ofr 

ADarece 
kfoskos 

-se estima que sólo se de- 
nuncia un 50% de los come= 
tidos- únicamente se castiga 

en 
I 1  

el &[timo lunes &! 
de cada mes 

Suscr 
al (56 

nunciados como hurto y robo 

U- rn entre un 4 y un 7 por ciento; -, ., 
en los delitos de violación v 
otros delitos sexuales, la san 
ión no llega al 5% y, en los 
omicidios, es algo más del 

1 
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El  delincuente aplica a la 
perfección el concepto econó 
mico de “costo y beneficio”. 
Con la impunidad existente, le 
es más productivo delinquir 
que procurarse un trabajo ho- 
nesto. Las causas y los respon- 
sables de la impunidad abar- 
can a todos los poderes del Es- 
tado y a la ciudadanía misma. 
Como representante del Sena- 
do en la Comisión que se creó 
bajo el gobierno del presiden- 
te Aylwin para estudiar la cri- 
minalidad, sus causas y formas I de combatirla, presenté un 
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ndmio tnb0)O &we la materia, d cual íue COMiderdo 
mdkdomnqucdñpjcháel ministrodel interiordeen- 
tunas, don Elwiqut Krauss, y que, harta hoy, duerme el 
sudbdeknjusm. 

En cuanto a la libertad provkional, este es un derecho 
CoMaltucional que tircnc claras limitsciones establecidas 
en Ir propia constitución y quo debe reglamentar la ley. 
El problema de hoy es que el delincuente que comete 
delitor reiterados tiene el derecho a esta libertad y la apro- 
vecha para volver a delinquir. La soluci6n es dar a la 
nbraci6n delictual un trato similar al que se le da en 

$ 

en libertad al dáenido áentro del 
ción. Esto era posible en el sigb 
mundo se conoeía, lor íest&ps edoban a b mw, tra, 
munidad era muy reducida y ello permitfa que un paiat 
50 penal se terminara en un plazo de seeis  mew^, indii9Bb 
el recurso de cas~ i6n  ante la Corte Supnmr. 

Hoy, los procesos duran años, las ciudades tienen una 
gran población, no existe el conocimiento interno de fa 
comunidad y reunir y establecer las pruebas para pram- 
tarlas al Tribunal dentro de los cinco dfas, es una utopfa. 
Esto determina el hecho -incomprensible para el públi- 
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otror países. En ciertos Estados, la reite 

tuye una agravante para la pe 

cidencia para los efectos 

e 

d. Así también, de acuer- 
ales promoverán la sus- 
imiento respecto de im- 
nteriormente o los acuer- 

Ego, respecto de los primeros delito 
cide~~k, a menos que hubiesen s 
m diithrto en el cual hubiese sido 
cia ejecutoriada. 

un bien disponible. Por último, y este 
s importante, los Fiscales deberán tener 

* 

riterio general para actuar en las peticiones de pri- 

En el  nuevo sistema, tal Oao elemento que es indispensable considerar es la 




